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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO DE PETICIÓN / FALTA DE COMPETENCIA PARA EMITIR RESPUESTA

DERECHO DE PETICIÓN – Concepto.

… El derecho de petición se garantiza con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta congruente, completa y de fondo; que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario, que respete los términos de tiempo que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario, ningún efecto produciría. Todo ello, al margen del sentido de la respuesta, esto es que, en todo caso, puede ser favorable o desfavorable…

FALTA DE COMPETENCIA PARA EMITIR RESPUESTA – Remisión por competencia, conforme al artículo 21 de la Ley 1437 de 2011.

… cuando una autoridad recibe una petición, para cuya solución carece de competencia, debe proceder de conformidad con el artículo 21 del CPACA, y que reza: “Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.”
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ST2-0013-2025
Asunto

: Sentencia de Tutela en Segunda Instancia



Accionante

:  Ana Milena Largo Ortiz 
Accionado

: Fiduprevisora S.A - FOMAG

Procedencia
: Juzgado Segundo de Familia de Dosquebradas
Radicación

: 661703110002-2024-00209-01 (4890)
Temas


: Derecho de petición
Mag. sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Aprobada en sesión
:  21 del 27 de enero de 2025
veintisiete (27) de enero DE DOS MIL VEINTICINCO (2025)
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta contra la sentencia del 5 de diciembre de 2024, proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Dosquebradas, en esta acción de tutela que Ana Milena Largo promovió frente a la Fiduprevisora S.A., representante del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -FOMAG-. 
1. Antecedentes
1.1. Expuso la accionante, en síntesis, que el 7 de marzo de 2024 presentó ante el FOMAG una solicitud para que le fuera reconocida una pensión de jubilación, sin obtener respuesta después de más de cuatro (4) meses. Por eso, el 21 de octubre de 2024 radicó una nueva petición en la que pidió dar trámite a la solicitud pensional ya presentada, sin que a la fecha de promoción de esta tutela hubiera sido contestada.

Pidió, entonces, ordenarle a la accionada resolver de fondo su solicitud.

1.2. En primera instancia se dio impulso a la acción con auto del 14 de noviembre de 2024.

1.3. La Fiduprevisora S.A.
 manifestó que la petición radicada por la accionante fue trasladada al área encargada, que se encuentra adelantando las gestiones pertinentes para dar contestación. 
 1.4. Sobrevino el fallo de primera instancia que concedió la protección al derecho fundamental de petición.
1.5. Impugnó la entidad
 aduciendo que es inexistente una vulneración al derecho fundamental de petición si se tiene en cuenta que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para definir derechos de contenido económico, además, que no tiene competencia para expedir actos administrativos. 
Aseguró que la solicitud radicada el 7 de marzo de 2024 (radicado número DOSQU20240307JT48600) a la que hace referencia la accionante corresponde a un trámite administrativo que debió ser radicado en la Secretaría de Educación Departamental y no a un derecho de petición que tenga que responder dicha entidad como administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
En cuanto a la petición presentada en el mes de octubre (radicado número 20241013962972), reiteró que el área encargada se encuentra validando la información con el fin de dar respuesta. 
2. Consideraciones
2.1. La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

En uso de tal prerrogativa, el accionante solicita la protección de su derecho fundamental de petición, presuntamente vulnerado por la Fiduprevisora S.A, que se tarda en resolver de fondo una solicitud tendiente a que se reconozca una pensión de jubilación. 

2.2. Procedencia de la demanda:

La legitimación por activa se cumple porque la accionante fue quien elevó el derecho de petición de marras. Lo mismo sucede por pasiva, porque la demandada recibió dicha solicitud. 

La inmediatez también se satisface, porque la petición inicial fue radicada el 7 de marzo de 2024 y reiterada el 21 de octubre de 2024, y como no se le dio una oportuna solución, se formuló esta demanda el 14 de noviembre siguiente
, esto es, dentro del plazo de 6 meses que tiene establecido la Corte Constitucional
.  

Y la subsidiariedad se satisface, porque la acción de tutela es el mecanismo idóneo para propiciar la protección al derecho fundamental de petición (Art. 23 CN). 
2.5.  El derecho de petición se garantiza con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta congruente, completa y de fondo; que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario, que respete los términos de tiempo que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario, ningún efecto produciría. Todo ello, al margen del sentido de la respuesta, esto es que, en todo caso, puede ser favorable o desfavorable
.

2.3 En efecto, en los anexos de la demanda se evidencia que, desde el 7 de marzo de 2024, la accionante presentó ante el FOMAG una primera solicitud para que se le reconociera y pagara una pensión de jubilación, petición a la que le correspondió el número de radicado DOSQU20240307JT48600
.

Luego, el 21 de octubre de 2024, insistió en su petición y en esa oportunidad se le asignó el radicado número 20241013962972. 

Ante ello, el demandado indicó que “revisado el aplicativo se observa que, una vez radicada la solicitud se asigna el N° 20241013962972, la misma se trasladó al área encargada, quienes se encuentran validando la información a fin de dar trámite correspondiente a la petición que originó la presente acción constitucional”.
Lo explicado hasta este punto es suficiente para concluir que, efectivamente, la Fiduprevisora S.A., representante del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -FOMAG-, transgredió el derecho fundamental de petición de la accionante, porque en el expediente es inexistente alguna constancia que acredite que se hubiera adoptado una decisión.

Ahora, esta magistratura se concentrará en lo que es motivo de impugnación, esto es, el reproche de la demandada, quien asegura que se encuentra exonerada de brindar una respuesta a la petición, dado que esa autoridad carece de competencia para darle solución a los cuestionamientos planteados en la solicitud, pues “actúa únicamente en calidad de vocera y administradora del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio; por tanto esta entidad es la encargada de realizar los estudios de prestaciones sociales, económicas y asistenciales que requieran los docentes adscritos al magisterio, por esta razón NO somos los llamados a proferir actos administrativos que reconozcan ningún factor económico, lo anterior es competencia de la secretaria de educación municipal o departamental”.
No obstante, esta colegiatura disiente de dicha argumentación porque, es sabido que, cuando una autoridad recibe una petición, para cuya solución carece de competencia, debe proceder de conformidad con el artículo 21 del CPACA, y que reza:

Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.

En ese entendido, para la plena salvaguarda del derecho fundamental de petición de la accionante la Fiduprevisora S.A. debió responder de fondo la solicitud o remitir la petición a quien estimara competente para resolver e informarle de ello a la peticionaria, sin embargo, como no ocurrió de ese modo, se vulneró dicha prerrogativa, lo cual hace necesaria la intervención de la judicatura para que cese la transgresión.

En suma, se confirmará la sentencia impugnada, en la que se declaró que la demandada había transgredido el derecho fundamental de petición de la accionante, y le ordenó resolverlo, con la claridad, eso sí, de que puede contestarlo, al tenor de lo reglado en el artículo 21 citado. 
3. Decisión 

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia impugnada. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
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� Hecho aceptado por la demandada en su escrito de impugnación. 






